ASAMBLEA INSTITUCIONAL REPRESENTATIVA

Propuesta Base:
	Lineamientos del Régimen de Prohibición en el Instituto Tecnológico de Costa Rica.
	No.
Este número lo asigna el Directorio



RESUMEN

Esta propuesta base incluye los lineamientos del régimen de prohibición que regirá a las personas que ocupen la rectoría, las vicerrectorías o la dirección de Sede, según el acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria No. 77-2010, de la Asamblea Institucional Representativa, en el que encomienda al Consejo Institucional la formulación de dichos lineamientos y su presentación en la sesión de marzo de 2011. 

RESULTANDO QUE: 

1. El pago de una compensación económica por concepto de prohibición surge con la Ley Nº 5867 del 15 de diciembre de 1975, consistiendo en el reconocimiento de un porcentaje del salario base (sobresueldo), susceptible de ser otorgado a un funcionario cuando por disposición de una ley expresa, está inhibido para prestar servicios o ejercer ninguna otra actividad remunerada o no, que no sean aquellas propias del cargo que ocupa, pues la naturaleza de éste así lo demanda, salvo tratándose de prestar servicios a título de profesor, lo cual podría quedar condicionado -dependiendo de la institución- a ciertos requisitos.  Por su mismo carácter de obligatorio (no opcional, como es el caso de la dedicación exclusiva) no puede ser voluntario o renunciable: si no se acepta estas circunstancias es imposible desempeñar el puesto.

2. El Reglamento a la Ley N°5867, de 1993, señala:

“Artículo 2: Para los efectos del presente reglamento entiéndase por:….
Prohibición: Inhibición obligatoria e irrenunciable para ejercer funciones
propias del cargo o de la profesión que se ostenta, fuera de la Institución, así como también las actividades relacionadas con el ejercicio liberal de la profesión…”

“Artículo 3: Quienes se beneficien con el pago de la compensación económica a que se refiere este reglamento, están inhibidos en forma obligatoria e irrenunciable para ejercer liberalmente la profesión a que se refiere la prohibición establecida, así como las funciones propias del cargo que desempeñe.”

“Artículo 5: Procede el pago de la compensación económica por concepto de prohibición, únicamente cuando exista ley expresa o resolución judicial que lo autorice, aún cuando haya funcionarios que tengan prohibición para ejercer liberalmente funciones inherentes a las actividades propias de la institución a que pertenecen.”

3. La Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito establece:

“Artículo 14.- Prohibición para ejercer profesiones liberales.

No podrán ejercer profesiones liberales, el presidente de la República, los vicepresidentes, los magistrados del Poder Judicial y del Tribunal Supremo de Elecciones, los ministros, el contralor y el subcontralor generales de la República, el defensor y el defensor adjunto de los habitantes, el procurador general y el procurador general adjunto de la República, el regulador general de la República, el fiscal general de la República, los viceministros, los oficiales mayores, los presidentes ejecutivos, los gerentes y los directores administrativos de entidades descentralizadas, instituciones autónomas, semiautónomas y empresas públicas, los superintendentes de entidades financieras, de valores y de pensiones, sus respectivos intendentes, así como los alcaldes municipales y los subgerentes y los subdirectores administrativos, los contralores y los subcontralores internos, los auditores y los subauditores internos de la Administración Pública, así como los directores y subdirectores de departamento y los titulares de proveeduría del Sector Público. Dentro del presente Artículo quedan comprendidas las otras profesiones que el funcionario posea, aunque no constituyan requisito para ocupar el respectivo cargo público.

De la prohibición anterior se exceptúan la docencia en centros de enseñanza superior fuera de la jornada ordinaria y la atención de los asuntos en los que sean parte el funcionario afectado, su cónyuge, compañero o compañera, o alguno de sus parientes por consanguinidad o afinidad hasta el tercer grado inclusive. En tales casos, no deberá afectarse el desempeño normal e imparcial del cargo; tampoco deberá producirse en asuntos que se atiendan en la misma entidad pública o Poder del Estado en que se labora.”

“Artículo 15.- Retribución económica por la prohibición de ejercer profesiones liberales.

Salvo que exista un régimen especial de remuneración para el funcionario público, la compensación económica por la aplicación del Artículo anterior será equivalente a un sesenta y cinco por ciento (65%) sobre el salario base fijado para la categoría del puesto respectivo.”

La Sala Constitucional en su Voto 3932-95, del 18 de julio de 1995, en relación con el régimen de prohibición señala:

“El fundamento de las prohibiciones legales que determinan incompatibilidades, es la necesidad de dotar de independencia a los servidores públicos, a fin de situarlos en una posición de imparcialidad para evitar el conflicto de intereses y la concurrencia desleal. Las incompatibilidades se basan en razones de moralidad y tienden a evitar la acumulación de facultades en una sola persona, así como que los funcionarios aparezcan en oposición con el organismo público del cual dependen, en contiendas judiciales o reclamos administrativos a causa de la designación profesional por parte de particulares; es decir, tiende a evitar la colisión de intereses públicos y privados.”

4. La Sala también se ha referido en el pasado a la distinción que existe entre los institutos de "prohibición" y "dedicación exclusiva", por ejemplo:

En sentencia número 4494-96 de las once horas con dieciocho minutos del treinta de agosto de mil novecientos noventa y seis, al señalar:

"el pago por 'prohibición' que hace la Administración a un servidor, constituye una compensación económica –que conforma el salario– para retribuirle la imposibilidad que dicta la Ley –no el contrato de trabajo– de ejercer su profesión en forma liberal, la cual opera automáticamente y no está dentro de las facultades del funcionario solicitarla o renunciar a ella, por lo que puede la Administración otorgarla en forma discrecional, en otras palabras, es consubstancial –de individual esencia y naturaleza con otro– a la relación de trabajo por disposición de la ley, inherente a la relación de servicio; en tanto, el pago por 'dedicación exclusiva', por el contrario, no tiene como base su otorgamiento, necesariamente, en la ley, sino que resulta del acuerdo entre la Administración y el servidor, es decir, implica la concesión de un beneficio que puede ser pactado o no por las partes, pudiendo subsistir la relación de servicio con o sin ella, por ser ese extremo un elemento ajeno a las prestaciones esenciales que conforman la contratación laboral. 

En consecuencia, el pago por 'dedicación exclusiva' constituye una modalidad de contratación, en virtud de la cual el servidor opta por no ejercer su profesión fuera del puesto desempeñado, a cambio de una retribución patrimonial adicional al salario. En consecuencia, de lo que se trata, es que el régimen de dedicación exclusiva es de naturaleza consensual...”

Y, más recientemente:

"... el régimen de prohibición constituye un impedimento legal para que el funcionario público ejerza en forma liberal la profesión, de modo que el funcionario no tiene ese ámbito de decisión que caracteriza al régimen de la dedicación exclusiva: obligatoriamente está sujeto a lo dispuesto en la ley. En virtud de su naturaleza jurídica, bien puede decirse que la prohibición es inherente a la relación de servicio público." (Sentencia número 775-2004 de las once horas con diez minutos del dieciséis de julio del dos mil cuatro).

5. El Código Electoral en su Artículo 146 establece la prohibición para empleados y funcionarios públicos en los siguientes términos:

“Prohíbase a los empleados públicos dedicarse a trabajos o discusiones de carácter político-electoral, durante las horas laborales y usar su cargo para beneficiar a un partido político. Los jefes inmediatos de dichos empleados serán los responsables de vigilar el cumplimiento de esta disposición.

Quienes ejerzan la Presidencia o las Vicepresidencias de la República, los ministros(as) y viceministros(as), y los miembros activos o las miembros activas del servicio exterior, el contralor o la contralora y subcontralor o subcontralora generales de la República, el (la) defensor(a) y el (la) defensor(a) adjunto(a) de los habitantes, el (la) procurador(a) general y el (la) procurador(a) general adjunto(a), quienes ejerzan la presidencia ejecutiva, o sean miembros(as) de las juntas directivas, directores ejecutivos, gerentes y subgerentes de las instituciones autónomas y todo ente público estatal, los(as) oficiales mayores de los ministerios, los(as) miembros (as) de la autoridad de policía, los(as) agentes del Organismo de Investigación Judicial (OIJ), los magistrados(as) y toda persona empleada del TSE, los magistrados y funcionarios(as) del Poder Judicial que administren justicia, y quienes tengan prohibición en virtud de otras leyes, no podrán participar en las actividades de los partidos políticos, asistir a clubes ni reuniones de carácter político, utilizar la autoridad o influencia de sus cargos en beneficio de los partidos políticos, colocar divisas en sus viviendas o vehículos, ni hacer ostentación partidista de cualquier otro género.

En materia electoral, las personas funcionarias incluidas en el párrafo segundo de este artículo, únicamente podrán ejercer el derecho a emitir su voto el día de las elecciones en la forma y las condiciones establecidas en este Código.

El TSE podrá ordenar la destitución e imponer inhabilitación para ejercer cargos públicos por un período de dos a cuatro años, a los funcionarios citados, cuando sus actos contravengan las prohibiciones contempladas en este artículo.”

6. El Estatuto Orgánico del Instituto Tecnológico de Costa Rica dispone:

“Artículo 25
El Rector será elegido por la Asamblea Institucional Plebiscitaria para un período de cuatro años. No podrá ser electo por más de dos períodos consecutivos. Sus funciones las realizará con dedicación exclusiva…” 

Para ser electo Rector se requiere obtener la mayoría y, al menos, el 40% del total de los votos válidos emitidos, calculados según lo estipulado en los Artículos 6 y 7 de este Estatuto Orgánico. En caso de que ningún candidato obtenga la cantidad de votos necesaria, el Tribunal Institucional Electoral convocará a una nueva votación en el transcurso del mes siguiente en la cual participarán únicamente los dos candidatos que hayan obtenido mayor número de votos.”

“ARTÍCULO 30

Los Vicerrectores son los colaboradores inmediatos del Rector.  Para ser Vicerrector se requiere poseer grado o título profesional universitario debidamente reconocido y obtenido con al menos cinco años de anticipación al momento de asumir el cargo. Sus funciones las realizarán con dedicación exclusiva.”

“ARTÍCULO 78

El Director de la Sede Regional será nombrado por la Asamblea Plebiscitaria de la Sede Regional. Durará en su cargo cuatro años y lo desempeñará con dedicación exclusiva. ...”

7. La Asamblea Institucional Representativa en su Sesión Ordinaria 77-2010, efectuada el 29 de setiembre de 2010, acordó: 

1. “Aprobar la siguiente interpretación auténtica al Artículo 25 del Estatuto Orgánico respecto a la dedicación exclusiva del Rector/a al ejercicio de su cargo:

“La dedicación exclusiva con la que el Rector/a debe ejercer su cargo es consustancial a éste y trasciende el régimen voluntario de dedicación exclusiva basado en la política laboral dirigida a los profesionales de la Institución.

La dedicación exclusiva a que hace referencia este artículo 25, se sustenta en consideraciones éticas, funcionales y de imagen institucional. 

Producto de esta obligación, y por ser la figura más visible de la Institución, el Rector/a debe dedicarse, dentro de un régimen de prohibición, exclusivamente al ejercicio de su cargo, el cual debe ejercer con una ética intachable, trascendiendo el plano de intereses y aspiraciones puramente personales. Sus actividades no deben conducir a conflictos de intereses con la institución que representa. 

Esta exclusividad se refiere a la inhibición obligatoria que conlleva el cargo para ejercer funciones o su profesión fuera de la institución y en el entendido de que sus obligaciones las ejerce, acorde con principios elementales de objetividad, imparcialidad, neutralidad política partidista, eficacia, transparencia, resguardo de la hacienda pública, respeto al bloque de legalidad, sometimiento a los órganos de control.

2. Aplicar esta misma interpretación del término “dedicación exclusiva” a los Artículos 30 y 78 del Estatuto Orgánico.

3. Encomendar al Consejo Institucional para que formule los lineamientos que definirán el régimen de prohibición, y que los someta a aprobación de la Asamblea Institucional Representativa en Marzo de 2011.”

CONSIDERANDO QUE:

1. La Asamblea Institucional Representativa, en la Sesión Ordinaria No. 77-2010, del 29 de setiembre del 2010, Propuesta Base No. 4 “Sobre la interpretación auténtica del Artículo 25 del Estatuto Orgánico, respecto a la dedicación del rector al ejercicio de su cargo”, en el punto 3, aprobó lo siguiente: 

“3.	Encomendar al Consejo Institucional para que formule los lineamientos que definirán el régimen de prohibición, y que los somete a aprobación de la Asamblea Institucional Representativa en marzo del 2011”

2. La Comisión de Estatuto Orgánico en las reuniones  Nos. 083-2010 y 084-2011, discutió y analizó el asunto, concluyó que por tratarse de lineamientos era conveniente tratarlo de manera conjunta con la Comisión de Planificación y Administración por lo que dispuso invitar a la mencionada comisión para afinar la propuesta.

3. La Comisión de Estatuto Orgánico en reunión ampliada con los integrantes de la Comisión de Planificación y Administración, celebrada el 03 de febrero del 2011, conoce el borrador de la propuesta de los Lineamientos que se remitiría al Directorio de la AIR. 

4. Así mismo, discutió sobre la necesidad de conformar una Comisión Especial para que redacte el Reglamento de Prohibición y dispone presentar al pleno del Consejo Institucional, la propuesta de Lineamientos, para su conocimiento y posterior envío a la AIR.


POR LO TANTO, LA ASAMBLEA INSTITUCIONAL REPRESENTATIVA ACUERDA:


1. Aprobar los siguientes  Lineamientos que definirán el Régimen de Prohibición en el Instituto Tecnológico de Costa Rica.

LINEAMIENTOS DEL RÉGIMEN DE PROHIBICIÓN EN EL INSTITUTO TECNOLÓGICO DE COSTA RICA

A. La Institución contará con un régimen de prohibición que cubre los puestos de rector(a), vicerrector(a), y director(a) de sede y centro académico, sin detrimento de otras disposiciones legales que así lo establezcan para otros funcionarios de la institución.

B. El régimen de prohibición es un régimen de compensación económica para las personas que ocupan la rectoría, una vicerrectoría o la dirección de una sede CASJ y tiene como fin que esas personas no ejerzan su profesión ni realicen labores ajenas al puesto que desempeñan, a cambio recibirán una compensación económica que constituye parte del salario inherente al puesto. 

C. La prohibición en el ITCR se sustenta en una serie de consideraciones éticas, funcionales y de imagen institucional, que trascienden las políticas laborales del Régimen de Dedicación Exclusiva dirigidas a los y las profesionales del Instituto. 

D. El régimen de prohibición pretende, que por razones de interés institucional se pueda contar con estas personas dedicadas permanentemente a las funciones que se les encomendó en su puesto. 

E. Las personas electas o designadas para estos puestos que rechacen las condiciones del régimen, no podrán ejercerlo.

F. La pertenencia al régimen de prohibición tendrá la misma duración que la duración del nombramiento en el puesto.

G. El porcentaje salarial correspondiente a la retribución por concepto de prohibición será definida en el respectivo reglamento, previo estudio del Departamento de Recursos Humanos. 

H. Quedan exceptuadas del régimen de prohibición las labores docentes en el ITCR y en otras instituciones de educación superior universitarias estatales, sin embargo, la realización de labores docentes en otras universidades estatales, debe ser formalmente comunicada al Departamento de Recursos Humanos, antes de iniciar las labores. 

2. Aprobar que estos Lineamientos  sean revisados anualmente por el Consejo Institucional.

3. Encomendar al Consejo Institucional que apruebe el Reglamento del Régimen de Prohibición del Instituto Tecnológico de Costa Rica, de conformidad con el Artículo 14 de Reglamento de Normalización, en un plazo máximo de 3 meses, a partir de la comunicación de este acuerdo.
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